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INTRODUCCIÓN. 

 
El presente Protocolo para la Emisión y Aplicación de las Órdenes de Protección en 
Materia de Violencia Contra las Mujeres y Violencia Familiar para el Municipio de 
Ensenada, constituye un valioso esfuerzo para consolidar la aplicación de los tratados 
internacionales y la legislación nacional para la defensa de los derechos humanos de 
las mujeres, pero principalmente es un instrumento fundamental para la aplicación de 
las disposiciones jurídicas establecidas en la Ley General de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia, Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
para el Estado de Baja California, el Reglamento de acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia para el Municipio de Ensenada, Baja California y Bando de Policía y 
Gobierno del Municipio de Ensenada, Baja California. 
 
Durante la elaboración del documento las y los funcionarios de la Administración 
Pública Municipal revisaron la normatividad internacional, nacional y estatal en 
materia de protección de los derechos humanos y combate a la violencia contra las 
mujeres; Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, Ley de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Baja California y 
el Reglamento de acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Municipio 
de Ensenada, Baja California; entre los instrumentos internacionales que conforman el 
bloque Constitucional , tiene especial relevancia la Convención para Erradicar todo tipo 
de Discriminación contra la Mujer, ¨CEDAW¨ y la Convención Internacional para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer ¨Convención Belem do 
Pará¨, Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la  Investigación 
Constitucional Número 3/2006 “Caso Atenco”, el máximo órgano garante de la 
Constitución, dijo “que la acción policial no puede dejarse en una situación de vacío 
legal, pues el Estado tiene el deber de tomar las medidas adecuadas para resguardar la 
vida de quienes están bajo su potestad, y ello, implica contar con un marco jurídico y 
administrativo adecuado para evitar que se violen los derechos de las personas lo cual 
debe estar respaldado también por parámetros normativos que rijan la prevención, 
supresión y castigo de conductas violatorias de sus derechos”. 
 
Una vez dicho lo anterior, resulta necesario la elaboración del presente protocolo, que 
contenga una guía para facilitar la legal y humana emisión de órdenes de protección y 



 

 

la ejecución de las mismas, esto para salvaguardar la integridad física y psicológica de 
mujeres en casos de violencia. En ese tenor, se estructuró en cinco capítulos y un 
esquema de tramitación que establecen los pasos a seguir al momento de que las 
personas víctimas de violencia o victimas indirectas, solicitan el apoyo y la protección 
de la autoridad municipal. 
 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES. 

 
I.1. El presente protocolo contiene los lineamientos a los que, en su caso, se sujetará la 
autoridad municipal respecto a la solicitud, atención, expedición y seguimiento de las 
órdenes de protección en casos de violencia contra las mujeres en el Municipio de 
Ensenada, Baja California. 
 

FUNDAMENTO LEGAL DE LAS ÓRDENES DE PROTECCIÓN 
 
I.2. La aplicación del presente protocolo y las órdenes de protección se encuentran 
sustentadas en los siguientes ordenamientos legales: 
 

• Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

• Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV); 

• Reglamento de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia (RLGAMVLV); 

• Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres; 

• Carta de la Organización de las Naciones Unidas; 

• Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 

• Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 

• Convención Americana sobre Derechos Humanos; 

• Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer (Convención de Belem do Pará); 

• Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra 
la Mujer (CEDAW); 

• Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; 

• Convención sobre los Derechos del Niño; 

• Declaración Universal de Derechos Humanos; 

• Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 

• Declaración sobre la Eliminación de la Violencia Contra la Mujer; 

• Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas; 



 

 

• Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; 

• Declaración de los Derechos de las Personas con Discapacidad; 

• Declaración sobre los Derechos de las Personas Pertenecientes a Minorías 
Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas; 

• Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para Víctimas de 
Delitos y de Abuso de Poder; 

• Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de 
Baja California; 

• Ley para la Igualdad entre Mujeres y Hombres del Estado de Baja California; 

• Reglamento de la Administración Pública para el Municipio de Ensenada, Baja 
California; 

• Bando de Policía y Gobierno para el Municipio de Ensenada, Baja California; 

• Reglamento orgánico de la Dirección de Seguridad Pública Municipal del 
Municipio de Ensenada; 

• Reglamento de acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el 
Municipio de Ensenada, Baja California; 

• Reglamento para la Igualdad de Trato y Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres para el Municipio de Ensenada, Baja California. 

 
 

CONCEPTOS 
 
I.3. Para los efectos de este Protocolo, se entenderá por: 
 

• DERECHOS HUMANOS DE LAS MUJERES: Los derechos que son parte 
inalienable, integrante e indivisible de los derechos humanos universales 
contenidos en los instrumentos internacionales; 

 

• IGUALDAD DE GÉNERO: Situación en la cual mujeres y hombres acceden con 
las mismas posibilidades y oportunidades al uso, control y beneficio de bienes, 
servicios y recursos de la sociedad, así como a la toma de decisiones en todos 
los ámbitos de la vida social, económica, política, cultural y familiar; 

 

• IGUALDAD SUSTANTIVA: Es el acceso al mismo trato y oportunidades para el 
reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales; 

 

• PERSPECTIVA DE GÉNERO: Concepto que se refiere a la metodología y los 
mecanismos que permiten identificar, cuestionar y valorar la discriminación, 



 

 

desigualdad y exclusión de las mujeres, que se pretende justificar con base en 
las diferencias biológicas entre mujeres y hombres, así como las acciones que 
deben emprenderse para actuar sobre los factores de género y crear las 
condiciones de cambio que permitan avanzar en la construcción de la igualdad 
de género; 

 

• TRANSVERSALIDAD: Es el proceso que permite garantizar la incorporación de la 
perspectiva de género con el objetivo de valorar las implicaciones que tiene 
para las mujeres y los hombres cualquier acción que se programe, tratándose 
de legislación, políticas públicas, actividades administrativas, económicas y 
culturales en las instituciones públicas y privadas; 

 

• DIGNIDAD: Valor, principio y derecho fundamental base y condición de todos 
los demás. Implica la compresión de la persona como titular y sujeto de 
derechos y no ser objeto de violencia o arbitrariedades por parte del Estado o 
de los particulares; 

 

• MISOGINIA: Son conductas de odio hacia la mujer y se manifiesta en actos 
violentos y crueles contra ella por el hecho de ser mujeres; 

 

• DISCRIMINACIÓN: Toda distinción, exclusión o restricción que, basada en el 
origen étnico o nacional, sexo, edad, discapacidad, condición social o 
económica, condiciones de salud, embarazo, lengua, religión, opiniones, 
preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra, tenga por efecto impedir o 
anular el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la igualdad real de 
oportunidades de las personas; 

 
 

• DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER: Toda distinción, exclusión o restricción 
basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su 
estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, 
social, cultural y civil o en cualquier otra esfera; 

 

• ESTADO DE RIESGO: Cualquier circunstancia que haga previsible una situación 
de violencia física o psicológica contra las mujeres; 

 



 

 

• MUJERES EN SITUACIÓN DE VIOLENCIA: Mujeres que viven violencia, o han 
tenido experiencias de vida, en coyunturas o espacios sociales donde las 
estructuras tradicionales y las relaciones de poder entre hombres y mujeres 
siguen promoviendo y llevando a cabo el patriarcado, la misoginia y el 
machismo; 

 

• PRESUNTA O PRESUNTO GENERADOR DE VIOLENCIA: La mujer o el hombre 
que causa cualquier tipo de violencia en contra de las mujeres; 

 

• VÍCTIMA: A toda persona a quien se le inflige cualquier tipo de violencia; 
 

• VÍCTIMA DIRECTA: Toda mujer que haya sufrido algún daño o menoscabo, 
económico, físico, mental o emocional o en general cualquier peligro o lesión 
en sus bienes jurídicos o derechos;  

 

• VÍCTIMA INDIRECTA: Comprende a quienes sean familiares o aquellas personas 
físicas a cargo de la víctima directa que tengan una relación inmediata con ella; 

 

• ACCIONES AFIRMATIVAS: Es el conjunto de medidas de carácter temporal 
correctivo, compensatorio y/o de promoción, encaminadas a acelerar la 
igualdad sustantiva entre mujeres y hombres; 

 

• BANCO NACIONAL: AI banco nacional de datos e información sobre casos de 
violencia contra las mujeres (BANAVIM); 

 

• VIOLENCIA FAMILIAR: Es el acto abusivo de poder u omisión intencional, 
dirigido a dominar, someter, controlar, o agredir de manera física, verbal, 
psicológica, patrimonial, económica y sexual a las mujeres, dentro o fuera del 
domicilio familiar, cuyo Agresor tenga o haya tenido relación de parentesco por 
consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato o mantenga o hayan 
mantenido una relación de hecho. 

 
TIPOS DE VIOLENCIA CONTRAS LAS MUJERES 

 
I.4. Tipos de violencia 
 
I. La violencia psicológica. Es cualquier acto u omisión que dañe la estabilidad 
psicológica, que puede consistir en: negligencia, abandono, descuido reiterado, 
celotipia, insultos, humillaciones, devaluación, marginación, indiferencia, infidelidad, 



 

 

comparaciones destructivas, rechazo, restricción a la autodeterminación y amenazas, 
las cuales conllevan a la víctima a la depresión, al aislamiento, a la devaluación de su 
autoestima e incluso al suicidio; 
 
II. La violencia física.- Es cualquier acto que inflige daño no accidental, usando la fuerza 
física o algún tipo de arma u objeto que pueda provocar o no lesiones ya sean internas, 
externas, o ambas;  
 
III. La violencia patrimonial.- Es cualquier acto u omisión que afecta la supervivencia 
de la víctima. Se manifiesta en: la transformación, sustracción, destrucción, retención o 
distracción de objetos, documentos personales, bienes y valores, derechos 
patrimoniales o recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades y puede 
abarcar los daños a los bienes comunes o propios de la víctima;  
 
IV. Violencia económica. - Es toda acción u omisión del Agresor que afecta la 
supervivencia económica de la víctima. Se manifiesta a través de limitaciones 
encaminadas a controlar el ingreso de sus percepciones económicas, así como la 
percepción de un salario menor por igual trabajo, dentro de un mismo centro laboral;  
 
V. La violencia sexual.- Es cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y/o la 
sexualidad de la Víctima y que por tanto atenta contra su libertad, dignidad e 
integridad física. Es una expresión de abuso de poder que implica la supremacía 
masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto; 
 
VI. Violencia en la Comunidad.- Son los actos individuales o colectivos que transgreden 
derechos fundamentales de las mujeres y propician su denigración, discriminación, 
marginación o exclusión en el ámbito público; 
 
VII. Hostigamiento sexual.- Es el ejercicio del poder, en una relación de subordinación 
real de la víctima frente al agresor en los ámbitos laboral y/o escolar. Se expresa en 
conductas verbales, físicas o ambas, relacionadas con la sexualidad de connotación 
lasciva; 
 
VIII. El acoso sexual.- Es una forma de violencia en la que, si bien no existe la 
subordinación, hay un ejercicio abusivo de poder que conlleva a un estado de 
indefensión y de riesgo para la víctima, independientemente de que se realice en uno 
o varios eventos; 
 



 

 

IX. Violencia Laboral.- la negativa ilegal a contratar a la Víctima o a respetar su 
permanencia o condiciones generales de trabajo; la descalificación del trabajo 
realizado, las amenazas, la intimidación, las humillaciones, las conductas referidas en la 
Ley Federal del Trabajo, la explotación, el impedimento a las mujeres de llevar a cabo 
el período de lactancia previsto en la ley y todo tipo de discriminación por condición de 
género; 
 
X. Violencia Feminicida: Es la forma extrema de violencia de género contra las 
mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, en los ámbitos público y 
privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que pueden conllevar 
impunidad social y del Estado y puede culminar en homicidio y otras formas de muerte 
violenta de mujeres; 
 
XI. Violencia Institucional: Son los actos u omisiones de las y los servidores públicos de 
cualquier orden de gobierno que discriminen o tengan como fin dilatar, obstaculizar o 
impedir el goce y ejercicio de los derechos humanos de las mujeres así como su acceso 
al disfrute de políticas públicas destinadas a prevenir, atender, investigar, sancionar y 
erradicar los diferentes tipos de violencia; 
 
XII. Violencia docente: aquellas conductas que dañen la autoestima de las alumnas con 
actos de discriminación por su sexo, edad, condición social, académica, limitaciones 
y/o características físicas, que les infligen maestras o maestros, y;  
 
XIII. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar la 
dignidad, integridad o libertad de las mujeres. 
 

LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS Y LAS OBLIGACIONES DEL AGRESOR 
 
I.4.1. Las víctimas de cualquier tipo de violencia tendrán los derechos siguientes: 
 
I. Ser tratada con respeto a su integridad y al ejercicio pleno de sus derechos;  
II. Contar con protección inmediata y efectiva por parte de las autoridades;  
III. Recibir información veraz y suficiente que les permita decidir sobre las opciones de 
atención;  
IV. Contar con asesoría jurídica gratuita y expedita;  
V. Recibir información médica y psicológica;  
VI. Contar con un refugio, mientras lo necesite;  
VII. Ser valoradas y educadas libres de estereotipos de comportamiento y prácticas 
sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación; 



 

 

VIII. Posesión exclusiva sobre el inmueble que sirvió de domicilio conyugal;  
IX. En los casos de violencia familiar, las mujeres que tengan hijas y/o hijos podrán 
acudir a los refugios con éstos, y 
X. La víctima no será obligada a participar en mecanismos de conciliación con su 
agresor.  
 
Las mujeres indígenas serán asistidas gratuitamente en todo tiempo por intérpretes y 
defensores de oficio que tengan conocimiento de su lengua y cultura. 
 
I.4.2. Las obligaciones de la persona agresora: 
 
I. Desocupar el domicilio conyugal o donde habite la victima; 
II. Acatar la orden de restricción de acercarse al domicilio, lugar o espacio donde se 
encuentre la víctima; 
III. Participar obligatoriamente en los programas de reeducación integral, cuando se le 
determine por mandato de autoridad competente. 
 

CAPÍTULO ll 
DE LAS ÓRDENES DE PROTECCIÓN 

 
II.1 Las órdenes de protección son actos de urgente cumplimiento en función del 
interés y seguridad de las personas víctimas de violencia, sólo basta que exista una 
situación de riesgo que comprometa la integridad física o psicológica, la libertad o 
seguridad de los integrantes del grupo familiar. Se decretan inmediatamente o se 
actúa de facto, después de que la autoridad competente conoce de probables indicios 
o hechos que la persona alega la agresión, introduciéndose al domicilio para dejar de 
cesar el acto delictivo. 
 
Encontrándose fundamentado y motivado en los primeros párrafos del artículo 1 y en 
concordancia con el artículo 16 párrafo primero de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos que prevén: 
 
Artículo 1. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que 
el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones 
que esta Constitución establece. 



 

 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo 
tiempo a las personas la protección más amplia. 
 
Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 
posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que 
funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos 
seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará 
con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y 
del cumplimiento de lo previsto en este párrafo. 
 
No se vulnera la garantía jurídica del artículo 16, ello es así pues las Órdenes de 
protección no tienen la finalidad de aprehender a quien se considera probable 
responsable de la comisión de un delito, por el contrario, dichos actos de autoridad 
son actos de urgente aplicación en función del interés superior de la mujer víctima de 
violencia. 
 
En ese sentido, los instrumentos internacionales, conforme el artículo 133 de la misma 
Constitución Federal cobraron un valor inusitado, conformándose así el llamado 
“bloque constitucional de los derechos humanos de las mujeres”, constituido por los 
derechos consagrados en la constitución en tratados internacionales y las leyes 
nacionales. Entre los tratados internacionales que deben considerarse y observarse 
para la protección integral y erradicación de todas las formas de discriminación y 
violencia hacia las mujeres, se observan los siguientes: 

 

• Carta de la Organización de las Naciones 

• Unidas Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

• Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

• Convención Americana sobre Derechos Humanos 

• Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer (Convención de Belem do Pará) 

• Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la 
Mujer (CEDAW) 

• Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 

• Convención sobre los Derechos del Niño 

• Declaración Universal de Derechos Humanos 

• Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 

• Declaración sobre la Eliminación de la Violencia Contra la Mujer 

• Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 



 

 

• Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 

• Declaración de los Derechos de las Personas con Discapacidad 

• Declaración sobre los Derechos de las Personas Pertenecientes a Minorías 
Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas 

• Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para Víctimas de 
Delitos y de Abuso de Poder 

 
En cuanto a la norma nacional, ya desde la abrogada Ley General para la Igualdad entre 
Hombres y Mujeres, en 2006, y la vigente Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia, en 2007, y a raíz de los múltiples tratados e instrumentos 
jurídicos internacionales y regionales —antes mencionados— a los que nuestro país se 
ha sumado y comprometido, las políticas públicas mexicanas de los tres órdenes de 
gobierno, deben ser dirigidas a la atención de la problemática derivada de la 
desigualdad y discriminación de género en contra de las mujeres; así como la falta de 
oportunidades en igualdad de condiciones, persistente entre las mujeres y los 
hombres, se busca perfeccionarse, es por lo importante del presente Protocolo. 
 

NATURALEZA JURÍDICA DE LAS ÓRDENES DE PROTECCIÓN. 
 
II.2. Las órdenes de protección son medidas precautorias, cautelares, personalísimas e 
intransferibles, dictadas por parte de las autoridades competentes con fundamento en 
el primer párrafo del Artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, tienen como objeto primordial la adopción de acciones urgentes cuando se 
encuentra en riesgo la integridad física o psicología, la libertad o seguridad de la 
víctima o victímas indirectas que viven en el mismo domicilio del agresor. Los 
requisitos fundamentales, que la autoridad competente debe tomar en consideración, 
para la procedencia y dictado de las órdenes de protección son: 
 
1. La apariencia de un derecho vulnerado; 
2. Indicios leves de la conducta lesiva; 
3. El peligro de la vida o integridad de las personas víctimas de violencia; 
4. Interés superior de la mujer víctima y los menores y; 
5. Estándar mínimo de procedencia, sin necesidad de verificar un daño. 
 

PRINCIPIOS DE LAS ÓRDENES DE PROTECCIÓN. 
 
II.3. Los principios de las órdenes de protección son: 
 
II.3.1. De protección de la víctima, la familia y víctimas indirectas 



 

 

 
La razón de ser de la orden de protección reside en el objetivo fundamental de 
proteger la integridad de la víctima, de la familia frente a la o el agresor y de las 
víctimas indirectas. 
 
El objetivo prioritario de la orden de protección es que la víctima y la familia recuperen 
la sensación de seguridad frente a posibles amenazas o represalias posteriores del 
agresor. Por ese motivo, en los supuestos de violencia, el acceso a una orden de 
protección se constituye en un derecho fundamental de la víctima, por estar en peligro 
su vida, la de sus hijos o de terceros. 
 
II.3.2. De aplicación general 
 
Conforme a la legislación estatal, las Ordenes de protección emergentes y preventivas 
son expedidas por concurrencia, pudiendo ser expedidas e implementadas por el 
Ministerio Publico y por los Municipios, de acuerdo al Artículos 26 Ley de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Baja California, serán los 
Jueces Municipales: siempre que se justifique por las condiciones de hora, lugar o 
cualquier circunstancia por la que no pueda ocurrir ante la autoridad judicial o que de 
hacerlo, la demora pondría en un riesgo mayor a la víctima. 
 
El Juez Calificador con fundamento en los artículos 27, 28, 29, 30 y 31 de la Ley General 
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, artículo 21, 22, 23, 24, 25 y 26 
de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Baja 
California, artículo 3 Bis y 3 Ter del Bando de Policía y Gobierno para el Municipio de 
Ensenada, deben dictar la orden de protección siempre que lo considere necesario 
para asegurar la efectiva tutela de las partes, tal como lo estipula el artículo 17 
constitucional, cuya finalidad es prevenir, interrumpir o impedir la consumación de 
acción que impliquen violencia contras las mujeres, con independencia de que el 
supuesto de violencia familiar sea constitutivo de delito y la inminencia advertencia de 
la destinataria de la conducta lesiva. 
 
II.3.3. De emergencia 
 
La orden de protección debe aplicarse de manera urgente y con la mayor celeridad 
posible ya que involucran cuestiones vitales para las personas afectadas, sin 
menoscabo de las debidas garantías procesales, ni del principio de proporcionalidad. 
Debe, articularse un procedimiento lo suficientemente rápido para verificar la 



 

 

necesidad de la medida a partir de las circunstancias de hecho y de derecho partiendo 
de la declaración de la víctima, sin que sea necesario que se verifique un daño. 
II.3.4. Simplicidad 
 
Las mujeres víctimas de violencia pueden acceder a las órdenes de protección a través 
de procesos sencillos, con información clara y precisa que no generen costos. 
 
II.3.5. De integralidad 
 
La concesión de la orden de protección debe provocar, de una sola vez y de manera 
automática, la obtención de un estatuto integral de protección para la víctima, el cual 
active una acción de tutela que concentre medidas de naturaleza penal, civil o familiar 
como complementarias y auxiliares de las primeras. 
 
II.3.6. De utilidad procesal 
 
La orden de protección debe facilitar, la acción de la Policía Municipal y además las 
órdenes conllevan un registro en el BANAVIM, donde las instituciones integrantes del 
Sistema Nacional para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las 
mujeres pueden ingresar información de los casos de violencia sobre mujeres 
atendidos o identificados en el ejercicio de sus atribuciones. 
 

VERTIENTES DE LA POLÍTICA DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE 
VIOLENCIA 

 
II.4. Las cuatro vertientes que integran esta política son: 
 
I. Prevención: Que se refiere al conjunto de estrategias que permitan evitar que se 
cometan actos de violencia contra las mujeres; 
II. Atención: Que designa al conjunto de servicios que permitan la restitución de 
derechos a las mujeres víctimas de violencia; 
III. Sanción: Que se refiere al conjunto de estrategias para que los mecanismos 
administrativos establezcan las consecuencias jurídicas para quien comete actos de 
violencia contra las mujeres y asegure a las víctimas el acceso efectivo a la reparación 
del daño; y 
IV. Erradicación: Que designa el conjunto de estrategias para erradicar la violencia y 
cualquier forma de discriminación hacia las mujeres, tanto en el ámbito público como 
en lo privado, y para modificar los estereotipos sexistas que legitiman la violencia 
contra las mujeres. 



 

 

CARACTERÍSTICAS DE LAS ÓRDENES DE PROTECCIÓN 
 
II.5. Las órdenes de protección tendrán las siguientes características:  
 
1. Son personalísimas e intransferibles. Lo cual significa que únicamente son aplicadas 
a quien ha sufrido alguna forma de violencia sea de manera directa o indirecta; 
2. Tienen el carácter de inmediatas. Deben ser evaluadas, otorgadas y cumplimentadas 
inmediatamente después de que las autoridades competentes tengan el conocimiento 
del hecho de violencia o del riesgo o peligro inminente que puede generar un daño; 
3. AI momento que se dictan solo tienen una duración de setenta y dos horas; 
4. No causan estado sobre los bienes o derechos de las personas imputadas, debido a 
que son medidas temporales; y 
5. Son precautorias y cautelares. 
 

REQUISITOS DE LA ORDEN DE PROTECCIÓN 
 
II.6. Toda orden de protección que se emita deberá constar en un documento, en el 
que se asentará: 
 
1. Fecha, hora, Iugar y temporalidad; 
2. Nombre de la persona a quien se protege, señalando en su caso sí abarca a sus hijas 
e hijos, como sujetos de violencia indirecta; 
3. Tipo de orden de protección de que se trata; 
4. Lugar o circunstancias de tiempo, modo y Iugar que abarca la orden de protección, 
que incluya cincuenta metros de distancia de alejamiento mínimo a los domicilios, 
deberá precisar las medidas concretas aplicables, términos y alcance de cómo deberá 
quedar las partes y las sanciones por incumplimiento; 
5. Autoridad competente que la emite; 
6. Autoridad o institución que la solicita; 
7. Hechos que la motivan; 
8. Preceptos legales en que se funde; y 
9. Documento base que, en su caso, fundamenten la solicitud. 
 

CAPÍTULO III 
DE LAS ÓRDENES DE PROTECCIÓN DICTADAS POR LA 

AUTORIDAD MUNICIPAL. 
III.1. Las órdenes de protección deberán emitirse primordialmente por el Ministerio 
Público, en caso de falta, presencia o disponibilidad fundada y motivada de aquel, se 
solicitará al Juez municipal en turno. 



 

 

 
La autoridad municipal únicamente podrá emitir las órdenes de protección de 
Emergencia y Preventivas que se establece en el presente protocolo, las cuales tendrán 
una temporalidad no mayor a 72 setenta y dos horas y deberán expedirse dentro de las 
8 ocho horas siguientes al conocimiento de los hechos que la generan, y se reitera que 
solo las podrá expedir ante la falta de la autoridad judicial o Ministerio Público. 
 
El plazo de vigencia de las órdenes de protección transcurrirá a partir del momento en 
que la autoridad municipal la expida, y se notificará debidamente sobre la aplicación 
de la medida al presunto generador de violencia, para los efectos legales conducentes. 
 
Las autoridades municipales al decretar las órdenes emergentes y preventivas de 
protección tomarán en consideración la valoración del riesgo, tomando como premisa 
de que la conducta violenta es un peligro que puede suceder con una cierta 
probabilidad de momento a momento, en función de: 
 

• El agresor; 

• La vulnerabilidad de la víctima; 

• El contexto de la situación. 
 
La valoración por parte del elemento policial o por el Juez Calificador, se llevará a cabo 
teniendo en cuenta toda la información que se dispone, desde la llamada a C4 o si lo 
solicita directamente o por medio de representante legal, tal como lo señala el artículo 
31 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y el 
artículo 41 de su Reglamento, al establecer que las Órdenes deberán expedirse, 
tomando en consideración:  
 
I. El riesgo o peligro existente o inminente; 
II. Demora que pondría en un riesgo mayor a la víctima; 
III. La seguridad de la ofendida, o victimas indirectas; 
IV. Los antecedentes violentos del agresor; 
V. La información que ayude a la Autoridad a decidir sobre la aplicación de la medida 
de protección; 
VI. El tiempo que ha durado el ejercicio de la violencia; 
VII. La gravedad del daño causado por la violencia; 
VIII. La magnitud del daño causado; 
IX. Los elementos de riesgo que comprometa los bienes y derechos de los integrantes 
del grupo familiar, bastan que advierta el Juez, además del dicho de la persona que 



 

 

alega la agresión, la existencia de indicios leves, para expedir la orden o proceso 
respectivo; y 
X. Cualquier otra información relevante de la condición de la víctima y del agresor. 
 

LAS ÓRDENES DE PROTECCIÓN DE EMERGENCIAY PREVENTIVAS 
 
III.2. Las órdenes de protección de emergencia se deberán de expedir con urgencia, 
pues se parte del supuesto de que la víctima está ante un riesgo inminente; por lo que 
se debe de adoptar todas las medidas razonables que tenga en sus manos la autoridad 
municipal a fin de salvaguardar la integridad física de la mujer. 
Las órdenes de protección preventivas están destinadas a impedir actos que, en un 
futuro pudieran generar aún más violencia, cada vez con mayor gravedad e intensidad 
hacia la víctima y sus hijas e hijos. 
 
Ambas Órdenes sustituyen procedimientos diversos ya previstos en otros cuerpos 
normativos que permiten la efectiva tutela de las partes, además de los estipulado en 
el artículo 17 constitucional. 
 
III.2.1. Las Órdenes de Protección de Emergencia, serán las siguientes: 
 
I. Desocupación inmediata por el agresor del domicilio conyugal o donde habite la 
víctima, independientemente de la acreditación de propiedad o posesión del inmueble, 
aún en los casos de arrendamiento de este; 
II. Prohibición inmediata al probable responsable de acercarse al domicilio, Iugar de 
trabajo, de estudios, del domicilio de las y los ascendientes y descendientes o cualquier 
otro que frecuente la víctima; 
III. Auxilio de la Fuerza Pública a favor de la víctima, con autorización expresa de 
ingreso al domicilio donde se localice o se encuentre la víctima en el momento de 
solicitar el auxilio; 
IV. Reingreso de la víctima al domicilio, una vez que se salvaguarde de su seguridad; y 
V. Prohibición de intimidar o molestar a la víctima en su entorno social, así como a 
cualquier integrante de su familia. 
 
III.2.2. Las Órdenes de Protección Preventivas, serán las siguientes: 
 
I. Retención y guarda de armas de fuego propiedad del agresor o de alguna institución 
privada de seguridad, independientemente si las mismas se encuentran registradas 
conforme a la normatividad de la materia; 



 

 

II. Inventario de bienes muebles e inmuebles de propiedad común, incluyendo los 
implementos de trabajo de la víctima; 
III. Uso y goce de bienes muebles que se encuentren en el inmueble que sirva de 
domicilio de la víctima directa e indirecta; 
IV. Auxilio policiaco de reacción inmediata a favor de la víctima y victímas indirectas, 
siempre y cuando se cuente con la autorización expresa de ingreso al domicilio donde 
se encuentre la víctima en el momento de solicitar el auxilio; 
V. Acceso al domicilio en común, de autoridades policíacas o de personas que auxilien 
a la víctima a tomar sus pertenencias personales y las de sus hijas e hijos; y 
VI. Brindar servicios reeducativos integrales especializados, con perspectiva de género 
al agresor en instituciones públicas, sin que sea un requisito o se otorgue un perdón 
para regresar con la víctima. 
 

CAPÍTULO IV 
PROCEDIMIENTO DE SOLICITUD, EMISIÓN, ATENCIÓN Y SEGUIMIENTO DE ÓRDENES 

DE PROTECCIÓN 
 
IV.1. Desde el momento en que la autoridad municipal tenga conocimiento de hechos 
que pudieran ser constitutivos de la comisión de un delito contra las mujeres o sus 
hijas e hijos en el ámbito doméstico o cualquiera de las modalidades, el personal de la 
Policía Municipal realizará las siguientes actuaciones: 
 
Acercamiento para indagar sobre la existencia en flagrancia de algún delito contra las 
mujeres, o la posibilidad de que se cometa alguno. 
 
Cualquier elemento policial, ante un hecho de violencia flagrante en contra de las 
mujeres, en observancia al principio de máxima protección estarán obligados a: 
 
I. Intervenir de manera inmediata y eficaz; 
II. Hacer cesar el ejercicio de la violencia en contra de las víctimas; 
III. Ingresar al domicilio donde se esté perpetrando el acto de violencia ante peligro 
inmediato e inminente de muerte o lesiones a las víctimas; 
IV. Se procede a la detención de la persona agresora; 
V. Se presentará a la víctima ante el Juez calificador a efecto de solicitar la orden de 
protección correspondiente; y 
VI. Se pone a disposición del Ministerio Público, atendiendo las disposiciones legales y 
el respeto a los derechos humanos del agresor. 
 



 

 

La presentación que señala la fracción V, será conforme a la legislación estatal, de 
acuerdo con el Artículos 26 Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
para el Estado de Baja California: siempre que se justifique por las condiciones de hora, 
lugar o cualquier circunstancia por la que no pueda ocurrir ante la autoridad judicial o 
que de hacerlo, la demora pondría en un riesgo mayor a la víctima. 
 
En los casos en que dichas conductas de violencia sean cometidas por servidores 
públicos pertenecientes a instituciones, organismo o dependencias estatales o 
municipales, se informará por oficio a Sindicatura Municipal, en el respectivo ámbito 
de sus competencias, deberá investigar y sancionar dichas conductas de conformidad a 
lo que establece la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Baja 
California o informar a los órganos internos de control a la que pertenezca dicho 
servidor público.  
 
IV.2. Para la atención de las órdenes de protección 
 
A través de la Unidad Especializada en Violencia de Género (UEVG) de la Dirección de 
Seguridad Pública Municipal o por cualquier elemento policial, se ofrecerá atención 
sensible e inmediata a la víctima sobre los servicios de atención médica, asesoría 
jurídica y orientación psicológica y psicoterapéutico, de manera integral, gratuita y 
expedita, así como información de los albergues o refugios, públicos o privados, 
disponibles para su estancia y la de sus hijos y sus hijas en caso de ser necesario; 
 
Además se recabará urgentemente información de las y los vecinos, y las personas del 
entorno familiar que residan en la vivienda, acerca de prácticas de maltrato anteriores 
por parte de la persona agresora, así como de su personalidad y posibles adicciones. 
Esta información será puesta a disposición del Ministerio Público. 
 
Se levanta reporte para la acreditación de los hechos. De esta manera, se garantizará la 
agilidad en la tramitación ante el Ministerio Público y contará con mayores elementos 
para fundamentar la orden de protección. 
 
Por lo anterior, en caso de falta o presencia del Ministerio Público en el lugar donde 
requiera la imposición de la medida de protección, se deberá de atender lo siguiente: 
 
I. El primer respondiente, es decir, el agente operativo asentará en su informe de 
policía homologado, que no se cuenta en la localidad en donde se tiene conocimiento 
del hecho con oficinas del Ministerio Público; 
 



 

 

II. Si el agresor se encuentra ausente y es señalado por la víctima, se solicitarán todos 
los datos generales de identificación (nombre/alias, descripción física, vestimenta que 
usa, si va armado o no, si conduce algún vehículo y que rumbo tomo, así como se 
estaba usando alguna sustancia); 
 
III. Evaluar la situación y los riesgos, en caso de requerirlo, se solicitarán los servicios de 
cruz roja, protección civil, bomberos, de la Unidad Especializada en Violencia de 
Género; 
 
IV. Prestar atención al estado físico y psicológico de la víctima, para identificar un 
indicio grave que ponga en peligro la vida e integridad de las víctimas, por la presencia 
o portación de un arma de fuego del agresor o objetos de peligro o indicios graves de 
actos violentos. Ante tales circunstancias, se deberá alejar a la víctima y testigos del 
agresor, de tal forma que no tenga contacto físico o visual con ellos y no pueda 
intimidarlos o amenazarlos; 
 
V. En caso de encontrarse el agresor, valorar la situación y las condiciones de riesgo, en 
función del comportamiento del agresor, buscando estado de toxicidad, amenazas, 
lesiones infringidas, agresiones hacia la víctima en presencia del personal policial. 
Reacción violenta hacia el personal policial. Contradicción de hechos que coloquen a la 
víctima de falta de probidad o conducta normal por estereotipo. En ese momento, se 
deberá aislar a la persona agresora o que muestre signos de pretender agredir física y 
psicológica hacia la víctima, otras personas o así misma. 
 
Sin menoscabo de lo anterior, el elemento policial explicará el motivo de su presencia, 
sin olvidar que busca proteger a los titulares del derecho a la vida e integridad física, 
que son en todo momento las mujeres víctimas y sus hijos, pero que la protección 
alcanza también los derechos del presunto agresor. 
 
Ante estas circunstancias, dentro de las dos horas siguientes de tener conocimientos 
de los hechos el Juez Calificador en turno, verificará en el sistema BANAVIM que no 
exista alguna concurrencia para la expedición de la orden de protección, en caso de 
que exista concurrencia no podrá ser emitida la orden de protección correspondiente. 
 
AI confirmar la no existencia de concurrencia, el Juez Calificador en turno, de acuerdo 
con el informe policial homologado, los reportes, entrevistas de familiares y vecinos y 
demás documentos presentados por la Policía Municipal se expedirá únicamente las 
órdenes de protección que refiere el presente protocolo, mismas que deberán ser 



 

 

ratificadas por la víctima dentro del mismo término señalado, a falta de ratificación se 
entenderá como no solicitada. 
 
Posteriormente, la orden de protección se notificará a la víctima para los efectos 
legales a que haya Jugar. 
 
Así mismo, las órdenes de protección realizadas por la autoridad municipal deberán 
hacerse del conocimiento a la Sindicatura Municipal, al Instituto Municipal de las 
Mujeres y/o al DIF Municipal para su seguimiento; y también al Ministerio Público para 
su ratificación o en su caso, modificación correspondiente. Por último, la orden de 
protección deberá ser registrada en el Sistema para el Registro de Medidas y Órdenes 
de Protección. 
 
En el caso de las organizaciones policiales que sean llamadas a intervenir en casos de 
violencia y la agraviada no quiera proceder legalmente o interponer denuncia alguna, 
se deberá contar con un registro de los incidentes, a fin de poder identificar cuando 
una víctima esté en inminente riesgo; por lo que es necesario especializar a las y los 
elementos de la policía y en lo particular la Unidad Especializada en Violencia de 
Género para intervenir en casos de violencia; quienes deberán conocer los 
procedimientos legales aplicables, brindar atención en crisis y estar en condiciones 
técnicas de atender las necesidades planteadas en el presente Protocolo. 
 
Una vez que la autoridad toma conocimiento de la existencia de acto de violencia o del 
posible riesgo, debe adoptar inmediatamente todas las medidas razonables que 
tengan un potencial real de alterar o de tener el resultado. 
 
La Unidad Especializada en Violencia de Género deberá asegurar que su estructura 
responda efectivamente y de forma coordinada para tramitar, vigilar el cumplimiento, 
controlar y dar seguimiento a las órdenes a fin de proteger a las víctimas. 
 
Cualquier práctica discriminatoria, dilatoria o de tolerancia de cualquier modalidad de 
violencia en que incurra un servidor público de la administración municipal, será 
informado a la Sindicatura Municipal para que sancione conforme a los dispuesto por 
la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Baja California. 
 
La Orden, protege contra CUALQUIER TIPO DE VIOLENCIA que pueda atentar contra los 
derechos de la integridad personal, la seguridad, la libertad y la vida. Sin embargo, no 
se debe pensar que las Órdenes de Protección son mecanismos para proteger 
ÚNICAMENTE a la mujer víctima de violencia ejercida en el ámbito familiar. Si bien la 



 

 

violencia que viven las mujeres a lo largo de su vida tiene una mayor incidencia en el 
ámbito familiar, NO se debe NEGAR la protección a las mujeres que pueden estar en 
riesgo por no producirse la violencia en el marco de las relaciones familiares. 
 
IV.3. Seguimiento de las órdenes de protección 
 
Para garantizar la efectividad de las Órdenes de Protección se requiere solventar una 
serie de obstáculos que se presentan en la solicitud, tramitación, aplicación, control y 
seguimiento. Entre las principales razones que explican la inacción de las autoridades o 
de los elementos policías en la protección inmediata de las mujeres víctimas de 
violencia se encuentran: 
 

• La desconfianza en lo alegado por la víctima y la exigencia de pruebas materiales 
que corroboren su dicho. 

• La percepción de que la situación sufrida por la víctima es “tolerable o susceptible 
de negociación y/o reconciliación”. 

• La percepción del tema como un asunto privado —tratándose de violencia en al 
ámbito familiar— o asuntos de baja prioridad o importancia. 

• Lenguaje corporal controlado que no exprese desconfianza e inseguridad, repudio, 
odio o emoción no verbal contraria a la víctima. 

• Desconocimiento del marco normativo aplicable y sus alcances. 
 
En muchos casos, hay que recordar, que las mujeres sufren agresiones mortales 
después de reclamar protección e incluso siendo beneficiarias de medidas de 
protección, que no fueron implementadas ni supervisadas de modo adecuado. 
 
IV.3.1. Actuación mínima recomendable 
 
Los elementos policiales, así como los operadores UEVG garantizarán que el personal 
responsable y la autoridad competente, en todo momento, se maneje bajo los 
parámetros de la debida diligencia en la atención de las mujeres víctimas de violencia.  
Se deberá, como mínimo, desarrollar los siguientes niveles de actuación: 

 

• Proteger y respetar los derechos humanos de las víctimas directas e indirectas, en 
todo momento;  

• No cuestionar a la víctima, ni condicionar el actuar para que demuestre su relato 
con pruebas físicas;  

• Proporcionar a las víctimas, de forma clara y detallada, la orientación y asesoría 
legal necesaria para entender qué son las Órdenes de Protección, alcances y 



 

 

objetivos. Asimismo, informarle sobre la importancia y urgencia que reviste, para 
garantizar su seguridad, la tramitación de dichas órdenes; 

• Pedir su consentimiento y/o autorización para la tramitación de las Órdenes de 
Protección, Medidas Alternativas y Plan de Seguridad; 

• Intervenir de forma inmediata, desde el momento en que se tenga conocimiento 
de que la víctima está en riesgo o peligro de sufrir un daño, iniciando la 
tramitación de la Orden de Protección adecuada. De igual manera se dará 
seguimiento puntual al cumplimiento de las Órdenes de Protección por parte de 
los C-4; 

• Evitar en todo momento cualquier tipo de acción que pueda desencadenar en una 
agresión hacia la víctima directa y/o víctimas indirectas; 

• Realizar las canalizaciones necesarias a las dependencias e instituciones idóneas, a 
fin de que la víctima reciba una atención integral, cuando no sea posible brindar 
esa atención por la UEVG; 

• Mantener la confidencialidad necesaria; 

• Conducirse en todo momento bajo los principios de legalidad, honradez, no 
discriminación, imparcialidad, eficiencia y efectividad. 

 
IV.3.2. Actuación que se debe evitar 
 
La UEVG verificará que el personal responsable y autoridad competente evite, en todo 
momento, conducirse bajos los siguientes parámetros: 

 

• Mantener una actitud desconfiada, irrespetuosa o discriminatoria. Así como 
hacer comentarios y observaciones que desacrediten el relato de la víctima; 

• Emitir comentarios, realizar alguna conducta que discrimine a la víctima o 
basarse en un prejuicio que haga sentir a la víctima culpable de la violencia 
sufrida, o adoptar una actitud compasiva o sobreprotectora;  

• Negarse a brindar la tramitación de las Órdenes de Protección a la víctima por 
falta de lesiones visibles o retardar la intervención en la tramitación de las 
Órdenes de Protección, desconociendo los indicadores de riesgo; 

• Justificar la conducta de la persona agresora o minimizar los hechos y/o el riesgo;  

• Publicitar hechos que afecten el honor y la dignidad o que pongan en riesgo la 
seguridad, la integridad o vida de la víctima y/o víctimas indirectas; 

• No dar seguimiento puntual a la implementación y cumplimiento de las Órdenes 
de Protección, a través de los C-4;  

• No documentar las Órdenes de Protección en el Banavim. 
 
 



 

 

IV.3.3. Valor de la prueba 
 
Cuando el BANAVIM no arroje datos o antecedentes de violencia contra una mujer 
víctima de violencia, los elementos policiales deberán valorar el riesgo a partir de la 
declaración de la víctima, pero también de los datos con las que se puedan contar. 
Para ello, el personal adscrito a la UEVG y todos los elementos policiales deberá partir, 
al valorar las pruebas, de la siguiente premisa: 
 
EL SOLO TESTIMONIO DE LA VÍCTIMA ES SUFICIENTE PARA SOLICITAR E INICIAR LA 
TRAMITACIÓN DE LAS ÓRDENES DE PROTECCIÓN 
 
Sin embargo, con la finalidad de fortalecer la Orden de Protección y en aras de que 
dicha información pueda servir para iniciar un procedimiento judicial o en su defecto 
ser utilizada en los procedimientos que se encuentren abiertos y estén relacionados 
con la violencia sufrida por la víctima, el personal y las autoridades de los UEVG 
recabaran todas las pruebas que estén en su alcance, valorando en todo momento las 
características del caso, la urgencia y el riesgo en que se encuentra la víctima. 
 
IV.3.4. Pruebas y evidencias en las que se debe poner un mayor énfasis: 
 
Declaración o testimonio de la víctima: La declaración de la víctima al ser grabada con 
previa autorización de la misma, en la Sala de Entrevistas de la UEVG, se realiza sin 
dilaciones con la suficiente privacidad, sin límite de tiempo ni interrupciones. Además, 
tratándose de casos de riego alto o medio, se puede seguir la entrevista mediante una 
grabación simultánea de audio y/o video con la finalidad de que la Unidad se coordine 
para realizar las acciones pertinentes para integrar el expediente de las Órdenes de 
Protección de la forma más rápida y eficiente.  
 
La entrevista es la posibilidad de obtener más información, de comunicarse con la 
víctima. Después de hacer la entrevista y grabarla, la abogada estará en condiciones de 
escuchar la entrevista y sólo hacer preguntas o referirse a hechos específicos en que 
necesite que la víctima ahonde, evitando de esta forma la revictimización.  
 
La finalidad es lograr que, poco a poco, la víctima se centre, ya que es muy posible que 
debido a su estado vaya saltando de un tema a otro. Por lo que debe buscarse que la 
víctima se encuentre, en la medida de lo posible, tranquila y segura, de manera que 
llegue a establecer una situación de empatía con la persona que hace la entrevista 
inicial y con la o el abogada/o para recabar más información. 
 



 

 

Los puntos que se deben de abordar de preferencia desde la entrevista inicial o, en su 
defecto, en la entrevista con el o la abogada, son los siguientes: 
 

• Desde cuándo comenzó a sufrir la violencia, si en principio las agresiones sólo 
fueron verbales y posteriormente físicas o se produjeron ambas a la vez, si ha 
habido violencia sexual;  

• Si los episodios de violencia iban acompañados de un aislamiento familiar y 
social;  

• Los medios que se empleaban para agredirla: puñetazos, patadas, empujones, 
etc;  

• Si iba o no al médico, en caso positivo, si decía o no la verdad de cómo se habían 
causado las lesiones, si tiene partes de asistencia médica y los puede aportar;  

• Si ha presentado anteriormente denuncias o le han otorgado Órdenes de 
Protección, si las puede aportar. De ser así, es importante que especifique en que 
años de recordarlo. La idea es que con la información se pueda hacer una 
búsqueda en BANAVIM o en las bases de datos de la Procuraduría/Fiscalía; 

• Si ha presenciado en su casa una intervención policial sin que ella al final 
decidiera a denunciar. El número de veces. Esta información se tiene que cotejar 
con los registros de los C-4;  

• Si las amenazas se han producido con exhibición de armas; 

• Si tiene testigos de los hechos o de las secuelas físicas que ha sufrido 

• Si cuando se producen estos hechos el agresor se encuentra bajo los efectos del 
alcohol o de las drogas;  

• Si las y los hijos o algún otro familiar ha presenciado los episodios de violencia y; 

• Si esta situación de violencia se extiende también a las y los hijos o a otros 
miembros de la familia. 

 
UNIDAD ESPECIALIZADA EN VIOLENCIA DE GÉNERO 

 
IV.3.5. La unidad estará integrada por un equipo multidisciplinario, que garantizará que 
todos trabajen en brindar un abordaje integral de todas las acciones necesarias y 
urgentes a implementar, para que las usuarias accedan y obtengan las Órdenes de 
Protección.  
Como mínimo de la Unidad, debe estar conformado del siguiente personal y 
estructura: 
 
 
 
 



 

 

IV.3.5.1. Policía municipal 
 
Bajo estándares mínimos, el perfil del elemento policial que participe dentro de la 
UEVG, será contar con aspectos plausibles aplicables a evitar y prevenir la violencia de 
Género. Deberá contar con conocimientos jurídicos, temas de violencia de género, 
habilidades en la prevención e investigación de los delitos hacia las mujeres víctimas, 
así como no contar con denuncias administrativas o penales por acción u omisión de 
violaciones a los derechos humanos, principalmente de mujeres. 
 
IV.3.5.2. El abogado de la Unidad tendrá las siguientes funciones: 
 

• Realizar, con la debida diligencia, todas las acciones legales necesarias para hacer 
efectivos los derechos sustantivos y adjetivos de las mujeres usuarias; 

• Realizar todas las acciones para brindar protección judicial a las mujeres que 
pudieran estar en riesgo de sufrir un daño o un menoscabo a sus derechos 
tratándose de la vida, la integridad, la seguridad, la libertad, entre otros; 

• Realizar todas las acciones legales tendientes a que todos los actos de violencia, 
cometidos en contra la usuaria, que se encuentren sancionados por la ley penal 
sean investigados y sancionados adecuadamente; así como para hacer efectiva la 
reparación del daño y las garantías de no repetición; 

• Proporcionar a las usuarias y las mujeres que viven violencia toda la información 
—de forma clara, sencilla y detallada— que soliciten o necesiten respecto a los 
servicios legales que se brindan desde la Unidad, así como los recursos jurídicos a 
los que tienen derecho y la orientación y asesoría legal que requieran. 
Finalmente, proporcionará toda la información respecto al sentido y alcance de 
aquellos recursos jurídicos a los que quiera o le interese acceder a la usuaria para 
hacer valer sus derechos; 

• Solicitar siempre el consentimiento informado a la usuaria antes de emprender 
cualquier acción legal, incluyendo las acciones tendientes a la protección;  

• Orientar a las usuarias sobre los servicios integrales que brinda la Unidad, y en su 
caso hacer la respectiva canalización al servicio que desea la usuaria acceder. 
Además, deberá —de así solicitarlo la usuaria o requerirlo, por la atención 
especializada que se pudiera brindar— realizar la canalización correspondiente, a 
las demás instancias públicas y privadas, federales y locales, relacionadas con la 
atención a la mujer;  

• Diseñar e implementar acciones de litigio estratégico en razón de la selección de 
un caso en particular para ser litigado, de la protección que brinda alguna ley o 
tratado internacional a favor de las mujeres, con la finalidad de generar cambios 
y patrones de comportamiento en los procesos judiciales; 



 

 

• Evaluar y proponer, a la Unidad y a la misma Dirección de Seguridad Pública 
(DSPM), cambios tendientes a perfeccionar las políticas y lineamientos de 
operación de la Atención Jurídica que brinda. 

 
El abogado deberá coordinarse con los abogados, asesores, litigante y de protección, 
adscritas a la DSPM a fin de realizar todas las acciones pertinentes que garanticen a la 
usuaria un servicio eficiente, eficaz y diligente; que proporcione, en un plazo 
razonable, aquellos resultados por los que se emprendieron los recursos judiciales, 
además: 
 

• Tramitar, con el acompañamiento de la usuaria, la Orden de Protección ante el 
Juez Calificador en turno o con el Ministerio Publico. 

• Subsanar las fallas en los supuestos en que la autoridad judicial no otorgue la 
orden, e intentar nuevamente el trámite de la orden de protección; 

• Explicar de forma detallada a la usuaria todos los aspectos jurídicos sobre el 
alcance de la Orden de Protección que concedió la autoridad competente del 
MP; 

• Informar al personal de control de confianza de los C-4, la resolución, a fin de que 
sea registrado en el Expediente Único de Víctima (EUV) en el BANAVIM; 

• Rendir informes a la DSPM sobre el proceso de tramitación de las Órdenes de 
Protección; 

• Dar seguimiento puntual sobre la notificación de la resolución, tanto a las 
autoridades auxiliares como a la persona sobre quien recae en contra la 
resolución (persona agresora); 

• Solicitar una nueva Orden de Protección, en caso de incumplimiento, que tenga 
una mayor cobertura de protección; valorar la pertinencia de trasladarla a 
estancia transitoria. Reforzar el Plan de Seguridad y establecer estrategias 
conjuntas con el C-4 y la DSPM que garanticen la vigilancia y protección 
permanente de la víctima.  

 
Sin menoscabo de lo anterior, la abogada hace un seguimiento puntual de todas y cada 
una de las acciones jurídicas, a fin de tener un panorama completo de la situación 
jurídica de la usuaria a la que este patrocinando o representando.  
 
IV.3.6. Infraestructura y requerimientos materiales 
 
Uno de los principales retos de la UEVG para lograr una atención integral y mantener 
buenos resultados en la tramitación, cumplimiento; así como el control y seguimiento 
de las Órdenes de Protección es la disponibilidad de la infraestructura, equipamiento y 



 

 

recursos tecnológicos adecuados y suficientes para cumplir con los parámetros 
internacionales. 
Por ello, a continuación, se hace una breve referencia de cuáles son los recursos de 
infraestructura y materiales mínimos para brindar el servicio de Órdenes de 
Protección: 
 
Vehículo con capacidad mínima de seis personas a bordo sentadas, automática, de 5 
puertas, con aire acondicionado, con vidrios entintados y bolsas de aire. Con seguros y 
vidrios eléctricos, sistemas de seguridad de alarma, sistema de internet y GPS; 
Material especializado para la retención y armas; 
 
Formato de inventario de bienes, debe contener cinco rubros principalmente: 
 
1. Nombre del objeto;  
2. Descripción del objeto;  
3. Cantidad;  
4. Estado en que se encuentra el objeto (funciona/no funciona);  
5. Ubicación donde se encontró el objeto. 
 
Para realizar el inventario de los bienes que son recuperados por la víctima, de uso 
personal, previa resolución judicial. 
 
IV.3.6. Ingreso a los albergues o refugios privados o públicos, como estancias 
transitorias de las victimas  
 
IV.3.6.1. Objetivo 
 
En caso de que la Autoridad Municipal no pueda satisfacer las demandas de refugio 
para las víctimas de violencia, se procederá a canalizarlas a la institución o instituciones 
que puedan brindarle los servicios. 
Por las circunstancias del caso, sin menoscabo de los derechos de las víctimas, una vez 
realizado la intervención de la autoridad competente o de la autoridad que intervenga, 
deberá canalizarla a la unidad especializada de atención a víctimas de la Fiscalía 
General del Estado de Baja California competentes para su atención integral. 
Hasta en tanto la Autoridad Municipal no tenga un refugio o estancia transitoria 
propio, buscará firmar un convenio de colaboración con albergues o refugios privados, 
pero éstos deberán cumplir con lo estipulado en la normativa nacional o estatal. 
 
 



 

 

IV.3.6.2. Políticas de Operación 
 
I. Siempre se procurará que la usuaria permanezca en su domicilio por lo que se 
preferirá la salida del agresor a través de una Orden de Protección. 
II. La salida o abandono de la víctima del domicilio, se hará conforme los lineamientos 
del Protocolo, pero jamás se revelará a terceras personas el lugar en donde 
permanecerá la víctima o víctimas indirectas. Será causa de responsabilidad 
administrativa el incumplimiento de esta protección de datos o información y se 
sancionará conforme las leyes de la materia. 
III. La estancia transitoria será un espacio digno para las usuarias. En ella existirán áreas 
personalizadas, como recámaras con baño y áreas comunes, como la sala, cocina y 
comedor. 
IV. La entrada y salida de este espacio será controlada. 
V. Siempre que la estancia transitoria se encuentre ocupada, habrá personal asignado 
al cuidado de esta. En estos casos, el personal que participe en la estancia estará 
atento a lo que ocurra y proveerá lo necesario para solucionar cualquier problema.  
VI. Las usuarias solamente podrán permanecer en la estancia transitoria durante 72 
horas, a menos de que persista la inestabilidad física, psicológica y/o lo permita la 
estancia transitoria.  
VII. La trabajadora social explicará a la usuaria y sus hijos e hijas las reglas de operación 
y funcionamiento de la estancia.  
VIII. Existirá un reglamento interno y básico de convivencia y uso de la estancia (en 
español y traducido en lengua de mayor uso en las comunidades de la zona), mismo 
que deberá ser expedido por el mismo centro.  
IX. El reglamento se fijará en lugares visibles para que en todo momento sean visto por 
las usuarias.  
X. Siempre que se albergue a una mujer indígena, es necesario proporcionarle la 
información en su lengua.  
 
Quedan exceptuadas del servicio de estancia transitoria, las usuarias que se 
suministren medicamentos controlados de tipo psiquiátrico y aquéllas que consuman 
drogas. 
 
Los refugios o albergues deberán prestar a las víctimas y, en su caso a sus hijas o hijos 
los siguientes servicios especializados, siendo los servicios mínimos que deberá prestar 
y conducirse con perspectiva de género: 
 
1. Aplicar el Programa;  
2. Velar por la seguridad de las mujeres que se encuentren en ellos;  



 

 

3. Proporcionar a las mujeres la atención necesaria para su recuperación física y 
psicológica, que les permita participar plenamente en la vida pública, social y privada;  
4. Dar información a las víctimas sobre las instituciones encargadas de prestar asesoría 
jurídica gratuita;  
5. Brindar a las víctimas la información necesaria que les permita decidir sobre las 
opciones de atención;  
6. Contar con el personal debidamente capacitado y especializado en la materia, y  
7. Todas aquellas inherentes a la prevención, protección y atención de las personas 
que se encuentren en ellos.  
 
Los refugios deberán ser lugares seguros para las víctimas, por lo que no se podrá 
proporcionar su ubicación a personas no autorizadas para acudir a ellos. Servicios 
especializados mínimos que deberá prestar:  
 
I. Hospedaje;  
II. Alimentación;  
III. Vestido y calzado;  
IV. Servicio médico;  
V. Asesoría jurídica;  
VI. Apoyo psicológico 
VII. Programas reeducativos integrales a fin de que logren estar en condiciones de 
participar plenamente en la vida pública, social y privada;  
VIII. Capacitación, para que puedan adquirir conocimientos para el desempeño de una 
actividad laboral, y  
IX. Bolsa de trabajo, con la finalidad de que puedan tener una actividad laboral 
remunerada en caso de que lo soliciten. 

 
CAPITULO V 

CUMPLIMIENTO, CONTROL Y SEGUIMIENTO DE LA ORDEN DE PROTECCION 
 
V.1. Objetivo  
 
Instrumentar, desde que se concede la Orden de Protección, todas las acciones 
necesarias desde la UEVG para verificar y coadyuvar en el cabal cumplimiento de la 
resolución judicial, garantizando que en caso de incumplimiento se priorice la 
protección y seguridad de la víctima y víctimas indirectas; así como la sanción a las 
autoridades o particulares.  
 
 



 

 

V.2. Políticas de Operación  
 
1. La Orden de Protección concedida por la Autoridad Competente tiene una duración 
de 72 horas. Al ser naturaleza de emergencia y/o preventivas, se procurará realizar 
todas las diligencias para su cumplimiento de forma inmediata;  
2. La abogada de protección encargada del caso realizará acciones para verificar y 
coadyuvar en el cumplimiento de la Orden de Protección, entre las que se encuentran: 
  

• Garantizar la seguridad de la víctima y las víctimas indirectas durante el 
cumplimiento de la orden; 

• Que la víctima no participe en aquellas diligencias que puedan ponerla en riesgo. 
  
3. Para el cumplimiento de las Órdenes de Protección y dependiendo del tipo de orden 
concedida, la UEVG contará con vehículos de transportación adecuados que faciliten el 
traslado de la víctima y las víctimas indirectas; así como la recuperación de sus objetos 
y bienes. De igual manera, se contará con contenedores que permitan la adecuada 
transportación de dichos objetos y bien;  
4. Se procurará desde el trámite de solicitud de la orden que la víctima se mantenga en 
su domicilio garantizando la desocupación del agresor; 
5. En la Orden de Protección, la víctima tiene derecho a no ser obligada a participar en 
mecanismos de conciliación con su agresor; 
6. La Orden de Protección deberá contener que el Agresor debe participar 
obligatoriamente en los programas de reeducación integral;  
7. Se procurará que la o el juez se encuentre presente en las diligencias para el 
cumplimiento de la Orden de protección; 
8. En ningún supuesto la víctima será quien lleve a cabo la notificación de la Orden de 
Protección al Agresor.  
 
V.3. Control y Seguimiento a la Orden de Protección   
 
Supervisar el adecuado cumplimiento de las Órdenes de Protección por medio de un 
sistema de control y seguimiento, a través del monitoreo de los Centros de Control, 
Comando, Cómputo y Comunicaciones (C-4) y del seguimiento que realice la abogada 
de protección. Asimismo, realizar una valoración del riesgo al finalizar el cumplimiento 
de la Orden de Protección a fin de determinar la pertinencia de continuar con la 
protección o cerrar temporalmente el expediente. 
 
 
 



 

 

V.4. Políticas de Operación 
 
      La abogada de protección establecerá comunicación con la víctima cada 24 horas 
para verificar su seguridad y el estado que guarda el cumplimiento de la Orden de 
Protección;  
 
1. Mediante la georreferenciación de los lugares que habita o frecuenta la víctima, se 
mandará una patrulla que brinde vigilancia continua mediante patrullajes que se 
realizarán por lo menos cada ocho horas;  
2. En los casos en que se genere una agresión, se hará especial énfasis en la 
importancia de iniciar una querella o denuncia; 
3. Con independencia de la acción que se determine al término de la Orden de 
Protección, la UEVG mantendrá contacto con la víctima mínimo un mes, pudiéndose 
prolongar el tiempo que necesite la víctima para recuperar la confianza y la seguridad. 
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TRANSITORIOS. 
 
PRIMERO.- Las presentes reformas entrarán en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Municipal y/o Periódico Oficial del Estado de Baja California. 
 
SEGUNDO.- Se Deberán de realizar adecuaciones presupuestales y en su caso 
programáticas correspondientes para la implementación del Protocolo para la Emisión 
y Aplicación de las Órdenes de Protección en Materia de Violencia Contra las Mujeres y 
Violencia Familiar para el Municipio de Ensenada. 
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